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I. INTRODUCCIÓN

Para conmemorar el 150 aniversario de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos promulgada en 1857 y el 90 aniversario de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos promulgada en
1917, hemos escrito el presente trabajo, donde realizamos un seguimien-
to histórico de la figura de la facultad reglamentaria en nuestro país des-
de su creación en la época de la Revolución francesa y su posterior in-
corporación a nuestro sistema jurídico, hasta llegar a la Constitución de
1857 y a la vigente promulgada en 1917.

Como sabemos, diversas disposiciones del texto constitucional dan
forma y contenido a la facultad reglamentaria. De la lectura a la carta
magna podemos observar que el presidente de la República no es el úni-
co que posee dicha facultad, también otros órganos tienen la facultad de
reglamentar las leyes expedidas por el Congreso de la Unión o por los
Congresos de los estados de la República.

Es importante el análisis de esta figura jurídica porque en la actuali-
dad se han incorporado nuevos derechos al texto constitucional, directa e
indirectamente, los cuales, obviamente, tienen un impacto en la facultad
que tiene el presidente y otros poderes y órganos de dictar normas regla-
mentarias.

Podemos decir que los derechos fundamentales de acceso a la infor-
mación, de participar, entre muchos otros, han venido a trastocar la for-
ma y el procedimiento a través del cual se elaboran las normas adminis-
trativas de carácter general.

La incorporación a nuestro sistema jurídico de diferentes tratados in-
ternacionales en materia de derechos humanos ha venido a modificar la
forma y los procedimientos a través de los cuales se expiden los regla-
mentos. También la reforma a diferentes artículos de la Constitución fe-
deral ha otorgado a los ciudadanos la posibilidad de que accedan a los
proyectos de este tipo de normas así como la posibilidad de que puedan
participar en su elaboración.

Estamos pues ante un momento histórico en el cual podemos no sólo
evaluar la vigencia de las figuras e instituciones jurídicas contempladas
en nuestra carta magna, sino que podemos proponer los cambios necesa-
rios para adecuarlas tanto a la realidad como a las nuevas tendencias de-
mocráticas que pueden llevarnos hacia un verdadero Estado de derecho.
De estos temas y propuestas habla este trabajo.
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II. LA FACULTAD REGLAMENTARIA. ORIGEN E INTRODUCCIÓN

AL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO

En Francia, desde los tiempos de la Revolución hasta la Constitución
de 1958, la ley fue considerada siempre como el acto jurídico supremo,
carente de todo límite en cuanto a su campo de actuación.

El reglamento, en principio, únicamente podía intervenir en aplicación
o ejecución de la ley y sus disposiciones debían ser, en cualquier caso,
conformes a la misma.

Los franceses, en un principio, por medio del decreto de la Asamblea
Nacional del 1o. de octubre al 3 de noviembre de 1789, prohíben al rey
dictar cualquier tipo de norma, salvo las meras proclamations o recorda-
torios de la aplicación de las leyes; más adelante, esta posibilidad es eli-
minada por completo con la Constitución de 1793, situación que no duró
mucho tiempo y de la que se dio marcha atrás de inmediato. Es con la
entrada en vigor de la Constitución del año III cuando se vuelve a facul-
tar al Ejecutivo para expedir proclamations, y más aún, la Constitución
del año VIII atribuye definitivamente al gobierno un poder reglamentario
para la ejecución de las leyes.

De este modo, e inmersos en los progresos de la Revolución francesa,
los juristas españoles copiaron del constitucionalismo francés gran canti-
dad de instituciones jurídicas. Incorporaron a su régimen jurídico, entre
otras, la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo.

La Constitución española de Cádiz —coinciden gran parte de los doc-
trinarios españoles— copió del constitucionalismo francés dicha institu-
ción, al establecer en su artículo 171 que: “Además de la prerrogativa
que compete al Rey de sancionar las leyes y promulgarlas, le correspon-
den como principales las facultades siguientes... Primera: expedir los de-
cretos, reglamentos e instrucciones que crea conducentes para la ejecu-
ción de las leyes”.

Pero además, dicha disposición se complementa con otras, que, de al-
guna manera, explican en nuestro sistema jurídico vigente la existencia
de una facultad reglamentaria encomendada al Poder Ejecutivo de mane-
ra directa. Dichas disposiciones establecen que:

Artículo 15. La potestad de hacer las leyes reside en las Cortes con el Rey.
Artículo 16. La potestad de hacer ejecutar las leyes reside en el Rey.
Artículo 17. La potestad de aplicar las leyes en las causas civiles y cri-

minales reside en los tribunales establecidos por la ley.
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Artículo 170. La potestad de hacer ejecutar las leyes reside exclusiva-
mente en el Rey, y su autoridad se extiende a todo cuanto conduce a la
conservación del orden público en lo interior, y a la seguridad del Estado
en lo exterior, conforme a la Constitución y a las leyes.

Como se puede observar, para que el rey pudiera ejecutar una ley, era
necesario que expidiera un reglamento, ya que (y lo diferencia muy bien
la Constitución de Cádiz), una era la facultad para “hacer” las leyes, que
correspondía a la Cortes con el Rey; otra, la de aplicarlas, que correspon-
día únicamente a los tribunales, y otra la de ejecutarlas, facultad que le
correspondía al rey por medio del dictado de reglamentos.

En la Constitución de 1857 se estableció, como atribución del presi-
dente de la República, proveer en la esfera administrativa a la exacta ob-
servancia de las leyes que expida el Congreso.

En todas las Constituciones que le sucedieron al Reglamento Provisio-
nal Político del Imperio Mexicano, incluida la Constitución de 1824, pri-
mera Constitución del México independiente,1 se reconoció siempre, en
forma expresa, que el presidente de la República tenía la facultad de dic-
tar reglamentos.

Es decir, las Constituciones anteriores a la de 1857 habían consignado
expresamente que el Ejecutivo tenía la facultad de dictar reglamentos;
pero ésta, la de 1857, no lo hizo, consignando en su lugar la expresión:
“proveer en la esfera administrativa a su exacta observancia”.

Así, el artículo 85, fracción I, de la Constitución de 1857, disponía:
“Las facultades y obligaciones del presidente son las siguientes: I. Pro-
mulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, prove-
yendo en la esfera administrativa a su exacta observancia”.

III. LA FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PODER EJECUTIVO

1. Interpretación de la fracción I, del artículo 89

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente le
atribuye diversas facultades al presidente de la República. Una de ellas
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es la de expedir normas jurídicas con jerarquía menor a la ley; es decir,
le confiere la facultad de expedir reglamentos.

El artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos señala las facultades y obligaciones del presidente de la República. En
su primera fracción, establece que es facultad y obligación del presidente,
“Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, prove-
yendo en la esfera administrativa a su exacta observancia”.

En realidad, la Constitución no otorga expresamente al Poder Ejecuti-
vo la facultad de expedir reglamentos. Lo que hace la Constitución por
medio de la fracción I del artículo 89 es proveer “en la esfera administra-
tiva a su exacta observancia”, lo que la jurisprudencia y la doctrina2 han
interpretado como la facultad reglamentaria. No está mal que el presi-
dente posea esta facultad; al contrario, se hace necesaria, toda vez que el
presidente es el encargado de dirigir la administración pública del país.
En lo que la jurisprudencia ha errado, es en dar su aval en casi todas las
situaciones en las cuales el Poder Ejecutivo ha utilizado este instituto,
con lo cual viene a degradar —como examinaremos a lo largo de este
trabajo— tan importante figura jurídica.

Confirma la existencia de la facultad reglamentaria del presidente de la
República —sostiene Tena Ramírez—3 la disposición contenida en el ar-
tículo 92 de la propia Constitución, la cual establece que: “Todos los re-
glamentos, decretos, acuerdos y órdenes del presidente deberán estar fir-
mados por el secretario de Estado o jefe de departamento administrativo a
que el asunto corresponda, y sin este requisito no serán obedecidos”.

Así, el artículo 89, fracción I —ha interpretado la Suprema Corte—
confiere al presidente de la República tres facultades: a) la de promulgar
las leyes que expida el Congreso de la Unión; b) la de ejecutar dichas le-
yes, y c) la de proveer en la esfera administrativa a su exacta observan-
cia, o sea la facultad reglamentaria.4
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Sin embargo, Elisur Arteaga Nava considera que la fórmula utilizada
por el constituyente mexicano es deficiente

por cuanto que no comprende, como susceptibles de ser ejecutadas por el
propio presidente, otro tipo de leyes o cuerpos normativos que son de na-
turaleza general y abstracta, que no pueden ser atribuibles al Congreso de
la Unión, como lo son, por ejemplo, las leyes emitidas por el presidente de la
República en ejercicio de facultades extraordinarias, los tratados interna-
cionales, las prevenciones generales y los decretos.5

De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 71 y 72 de la Constitu-
ción federal, la actividad del Congreso de la Unión puede derivar en le-
yes o en decretos; a pesar de ello, en la fracción I del artículo 89, no se
faculta al presidente a ejecutar los decretos.

Por mandato constitucional, es el presidente de la República el obliga-
do a ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión.

La fracción I del artículo 89 constitucional, coincidimos con la Supre-
ma Corte, otorga al Poder Ejecutivo la facultad reglamentaria; pero dicha
facultad reglamentaria únicamente lo es para completar las leyes en las
cuales se desarrolla la actividad de la administración pública. Dichos re-
glamentos son los llamados “de ejecución”, ya que dicha fracción debe
interpretarse teniendo en cuenta todo el texto, y no sólo la frase que esta-
blece “poveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia”.
Por lo cual, dicha facultad es restringida y no genérica; es decir, el presi-
dente no puede expedir normas jurídicas de cualquier tipo y género, sino
única y exclusivamente reglamentos que regulen y completen las leyes
que expida el Congreso de la Unión. Sostener lo contrario sería como
otorgar un cheque en blanco a favor del Ejecutivo y limitar las facultades
que tiene el Poder Legislativo. Recordemos que en un régimen como el que
contempla nuestra Constitución la expedición de las leyes corresponde
únicamente al Poder Legislativo.6

Miguel Acosta Romero sostiene que la Constitución en ninguno de
sus artículos prevé que los secretarios de Estado tengan facultades para
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proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes
emanadas del Congreso de la Unión ni ningunas otras facultades simila-
res o análogas. Y el hecho es que no sólo los secretarios de Estado, sino
también en algunos casos subsecretarios e inclusive directores de orga-
nismos paraestatales y subordinados de ellos, emiten este tipo de normas,
y en gran número de casos se da además la circunstancia de que esas
normas ni siquiera se publican en el Diario Oficial de la Federación.7

Existe un fenómeno —continúa el maestro Acosta Romero— no sólo
en nuestro país, sino generalizado, pues es motivo de grave preocupación
teórica:

hemos venido sosteniendo que los reglamentos administrativos, conforme
a la Constitución, sólo pueden ser expedidos por el presidente de la Repú-
blica, en uso de la facultad consignada en el artículo 89, fracción I de la
Constitución; sin embargo, día a día los legisladores materiales (los que
redactan los proyectos de las leyes en las dependencias del Ejecutivo),
otorgan facultades que, en nuestra opinión, ya no sólo son reglamentarias,
sino que, son francamente legislativas, a órganos jerárquicamente inferio-
res de la administración pública.8

Es así como han proliferado infinidad de reglamentos en todas las áreas.
Son numerosas las leyes expedidas por el Congreso de la Unión en las que
se contiene una delegación de facultades legislativas, o bien, una clara atri-
bución de facultad reglamentaria, para dictar lo que se da en llamar reglas
generales, que no son otra cosa que reglamentos administrativos de leyes.

El artículo 89, fracción I, de la Constitución general —sostiene la Su-
prema Corte— otorga al presidente de la República, además de las facul-
tades de promulgar las leyes que expida el Congreso de la Unión y de
ejecutarlas, la de proveer en la esfera administrativa a su exacta obser-
vancia, lo que significa poner los medios adecuados para facilitar la eje-
cución de dichas leyes; facultad que ejercita normalmente mediante la
expedición de reglamentos, que tienen por objeto desarrollar y explicitar
las disposiciones contenidas en los ordenamientos legales.9
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Al respecto, encontramos que la mayor parte de la doctrina ha encon-
trado en el texto del artículo 89, fracción I, la facultad reglamentaria del
Poder Ejecutivo. Sin embargo, existen dos posiciones interesantes sobre
esta interpretación, y a las cuales nos referimos a continuación.

2. La división de poderes y la facultad reglamentaria

La equivocada interpretación que se hizo del principio de la división de
poderes en México desde la primera Constitución de 1824 dio lugar a que
el Poder Ejecutivo fuera y siga siendo el centro del poder. Esa equivocada
interpretación se refleja en la figura de la potestad reglamentaria, pues,
mientras que los constituyentes de aquella época tomaron como base de
nuestra Constitución la Constitución norteamericana, no hicieron lo mis-
mo con el principio de la división de poderes, y esto se demuestra en el
instituto de la facultad reglamentaria, ya que mientras en Estados Unidos
el Poder Ejecutivo únicamente puede dictar normas jurídicas en virtud de
una delegación expresa del Poder Legislativo, en nuestro país se copió la
institución de España, y España la copió de Francia, siendo que en esos
países el sistema de gobierno era monárquico. Así, en Francia dicha facul-
tad estaba atribuida al Poder Ejecutivo en virtud de que sólo a éste le com-
petía expedir normas que reglamentarán las leyes expedidas por el Parla-
mento, pero con la limitación de que esa norma únicamente puede regular
aspectos de la organización administrativa del Poder Ejecutivo.

Asimismo, en Francia los asuntos de naturaleza administrativa van al
Consejo de Estado, es decir, que la aplicación de un reglamento se im-
pugna en sede administrativa, no en sede judicial, por la interpretación
que hicieron los franceses de la división de poderes.

Nosotros tomamos las dos versiones de la división de poderes, tanto la
estadounidense como la francesa, y las plasmamos en nuestra Constitu-
ción, dando lugar a un Poder Ejecutivo dotado de la mayor carga de las
atribuciones constitucionales. Es decir, en México no podemos hablar de
división de poderes, más bien de multiplicación y suma de poderes a fa-
vor del Ejecutivo.

3. La facultad reglamentaria y la preeminencia del Poder Ejecutivo

Sobre el punto, afirma Carpizo: “en México, es indiscutible que el
presidente de la República constituye el centro del poder político, y
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que ha ejercido un predominio sobre los órganos Legislativo y Judi-
cial”.10

También Fix-Zamudio y Valencia Carmona han sostenido que “El
Ejecutivo tiene una intervención fundamental en la legislación a través
de la facultad reglamentaria, de las facultades colegislativas y aun como
legislador autónomo en ciertos casos”; y es que “Gran parte de la legisla-
ción que elabora el Ejecutivo proviene de la facultad reglamentaria…
que en los últimos años ha representado una importante fuente de am-
pliación de los poderes del presidente”.11

Ciertamente, el Constituyente de Querétaro plasmó en la ley funda-
mental el predominio del Poder Ejecutivo al investirlo con muchas y
muy importantes facultades.12

Pero, sostiene Valls Hernández, hoy debemos reconocer que en un
Estado democrático la función administrativa también está democrática-
mente legitimada, y que la potestad reglamentaria dispersa debe ser con-
siderada como una actividad pública ordinaria, tal vez peligrosa para un
Estado de derecho, pero no nociva por sí misma. En un país como el
nuestro, que es más administrativo que legislativo —por la preeminencia
del Ejecutivo sobre los otros poderes—, “el reglamento, como conjunto
de normas más ágiles que la ley, hoy en día se ha convertido en un ins-
trumento normativo necesario”.13

Asimismo, al finalizar la Segunda Guerra Mundial y abrirse un proce-
so de transición histórica —sigue Valls Hernández—, el ámbito de la po-
testad reglamentaria se vio afectado de manera muy importante, funda-
mentalmente en dos vertientes:

a) La acentuación del proceso expansivo de la potestad reglamentaria
se manifiesta en el crecimiento exponencial de la producción normativa
y en los últimos 50 años se debe, de manera brumadora, a las normas re-
glamentarias.

Por otro lado, se tiene el fenómeno consistente en que la titularidad de
la facultad reglamentaria se ha extendido a diferentes órganos del gobier-
no, aun de rango inferior, a organismos públicos descentralizados, así
como a organizaciones sociales de carácter privado.
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b) En la evolución de la facultad reglamentaria es relevante también la
revisión de sus fundamentos jurídico-políticos. En el derecho administra-
tivo moderno existe un creciente predominio de los reglamentos en el
conjunto del orden jurídico normativo, no obstante que nuestros juristas
consideran este hecho incontrovertible como algo anómalo, tal vez hasta
vergonzoso, por ello han venido intentando reducir la figura del regla-
mento a la ejecución de las leyes, cuando la realidad de nuestro derecho
positivo ha desbordado desde hace tiempo este papel.14

En el mismo sentido, Valencia Carmona ha dicho que

Gran parte de la legislación que elabora el ejecutivo proviene de la facultad
reglamentaria, actividad formalmente administrativa pero materialmente le-
gislativa, que en los últimos años... ha representado una importante fuente
de ampliación de los poderes del presidente. En efecto, el presidente... ha
utilizado la potestad que comentamos no sólo para lograr la adecuación de
las leyes en detalle, sino también para reformarlas, estatuir en muchas cues-
tiones económicas e incluso reglamentar leyes civiles, penales y laborales.
Tal empleo de la facultad reglamentaria es un rasgo singular de las Consti-
tuciones latinoamericanas, en las cuales existe consignado de manera expre-
sa el Poder del Ejecutivo para reglamentar las leyes, lo que no aparece en la
Constitución de Estados Unidos de manera explícita.15

4. Los reglamentos autónomos

Según la doctrina, se habla de reglamentos autónomos cuando éstos
no corresponden al desarrollo de reglas contenidas en una ley y, por su-
puesto, son emitidos por la autoridad administrativa.16

Este tipo de reglamento que, según nuestra opinión, no está expresa-
mente previsto en las leyes ni en la Constitución, estaría constituido por
aquellos dictados para regir una materia en la que precisamente no hay
normas legales aplicables (de ahí justamente lo de autónomos).17
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No obstante nuestra opinión, tanto la doctrina como la jurisprudencia
han sostenido que existen por lo menos dos casos en los cuales el presi-
dente de la República puede expedir reglamentos autónomos.

En primer lugar, sostiene García Ramírez, “el texto del artículo 21 da
entrada a los llamados reglamentos «autónomos», es decir, a los ordena-
mientos administrativos que no derivan de una ley —y que en esta virtud
son «heterónomos»—, sino directamente de la propia Constitución”.18

Generalmente, afirma este autor, se interpretó el artículo 21 en el sentido
de que todo el sistema de faltas —definición de éstas, previsión de san-
ciones, creación de la judicatura especializada y procedimiento respecti-
vo— se halla librado a normas reglamentarias; no rige aquí, pues, el
principio de legalidad.

El otro caso es el del artículo 27 constitucional, según el cual, el Eje-
cutivo puede reglamentar la extracción y utilización de las aguas del sub-
suelo, “y aun establecer zonas vedadas, al igual que para las demás aguas
de propiedad nacional”.

En este sentido, la Suprema Corte de Justicia ha considerado que “nues-
tro orden jurídico admite la existencia de reglamentos autónomos que no
dependen, para su validez, de la existencia previa de una ley a la que se
encuentren vinculados, sino que tienen vida jurídica propia”.19

Sin embargo, aunque constitucionalmente el presidente mexicano ten-
ga relativamente limitadas sus facultades legislativas autónomas, en con-
diciones de competencia democrática, al tener en sus manos la facultad
reglamentaria puede, entre otros, con ese mecanismo, en caso de que no
tenga el apoyo de la legislatura, legislar —anticonstitucionalmente, por
supuesto—.

Esta hipótesis —afirma Cárdenas Gracia— ya se presentó en la histo-
ria política de México. En el sexenio 1988-1994, el presidente en turno,
aunque tenía la mayoría en la Cámara para realizar reformas legislativas
pero no constitucionales no quiso, por razones políticas, presentar al co-
nocimiento de las cámaras una reforma a la Ley sobre Inversión Extran-
jera. Prefirió, de manera inconstitucional, promulgar un reglamento que
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contradecía absolutamente los principios y alcances de la ley entonces en
vigor.20

La singularidad de este ejemplo muestra cómo el presidente puede burlar
las competencias de las cámaras y abusar por consiguiente de la facultad
reglamentaria. Cabe decir que si con todo el control de las cámaras y del
partido mayoritario el presidente se ha atrevido a promulgar reglamentos
por encima de las leyes y de la Constitución, a qué extremos no podrá llegar
un presidente sin el respaldo de las cámaras, en un régimen de competencia
democrática, si se viera imposibilitado a obtener el apoyo legislativo.

En algunos países, el sistema jurídico reserva a la ley los asuntos im-
portantes y deja como materia de los reglamentos las cuestiones social-
mente consideradas secundarias. Esta situación no se da en el derecho
mexicano, en donde todas las actividades regulables jurídicamente están
reservadas a la ley y el reglamento únicamente puede desarrollar el con-
tenido de ésta.21

Por nuestra parte, negamos enfáticamente que la Constitución permita
al Poder Ejecutivo la emisión de reglamentos autónomos. Cuando la
Constitución emplea el término “reglamentar” dentro de las facultades
conferidas al Poder Ejecutivo, se refiere a los reglamentos ejecutivos o
de ejecución que éste debe expedir a fin de regular los pormenores de la
ley que sobre el particular expida el Congreso de la Unión, y siempre y
cuando dichas leyes sean susceptibles de reglamentación por parte del
presidente de la República. Interpretar la Constitución, como hasta ahora
se ha hecho, ha producido un “empobrecimiento de la propia legalidad,
carencia de discusión jurídica, homogeneización de los puntos de vista, y
una interpretación de la ley ceñida a la literalidad que no advierte la fina-
lidad, la constitucionalidad, la sistematicidad y las consecuencias del or-
denamiento jurídico”.22

La interpretación del texto constitucional debe ser absolutamente rigo-
rosa y clara, para no llegar a consecuencias previamente pensadas y mo-
tivadas por segundas intenciones.
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IV. OTROS ÁMBITOS COMPETENCIALES DE LA FACULTAD

REGLAMENTARIA

Según Jorge Fernández Ruiz,23 en el sistema jurídico mexicano, la fa-
cultad reglamentaria está confiada a poderes de distinta clase y jerarquía;
participan de ella, como ya apuntamos, el presidente de la República, in-
cluso los ayuntamientos. Así, tenemos que la Constitución faculta a los
siguientes:

1) Los gobernadores de los estados y el jefe de gobierno del Distrito
Federal.

2) Los ayuntamientos.
3) El Congreso de la Unión.
4) El Poder Judicial de la Federación.

1. La facultad reglamentaria de los gobernadores de los estados

y del jefe de Gobierno del Distrito Federal

A. Los gobernadores de los estados

En los estados de la República, las Constituciones locales otorgan la
facultad de reglamentar las leyes expedidas por los Congresos, a los go-
bernadores de los estados.

Dicha facultad es necesaria para facilitar la ejecución de las leyes, de-
sarrollándolas y complementándolas en detalle.

La redacción de los correspondientes artículos constitucionales median-
te la cual se establece la mencionada facultad, varía en todos los estados.

Según Casarín León,24 se pueden distinguir al menos cuatro modelos
genéricos mediante los cuales se consagra dicha facultad a los goberna-
dores de los estados.

Primer modelo

Aguascalientes “Artículo 46. Son facultades y obligaciones del go-
bernador... I. Promulgar y ejecutar las leyes que ex-
pida el Congreso del estado, proveyendo en la esfera
administrativa a su exacta observancia”.
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Baja California
Sur

“Artículo 79. Son facultades y obligaciones del go-
bernador… XXIII. Mantener la administración pú-
blica en constante perfeccionamiento, adecuándola a
las necesidades técnicas y humanas de la entidad,
expidiendo los Decretos, Reglamentos y Acuerdos
necesarios en el ámbito de su competencia”.

Chiapas “Artículo 42. Son facultades y obligaciones del go-
bernador... I. Promulgar y ejecutar las leyes y decre-
tos que expida el Congreso del estado, proveyendo
en la esfera administrativa a su fiel observancia…
Ejecutar los actos administrativos que el Ejecutivo
del estado encomienden las leyes federales”.

Michoacán “Artículo 60. Las facultades y obligaciones del go-
bernador son... VI. Expedir los reglamentos interio-
res de las oficinas a su cargo”.

Querétaro “Artículo 57. Son facultades del gobernador del
Estado las siguientes... I. Promulgar, publicar, ejecu-
tar y reglamentar las leyes del Estado, proveyendo
en la esfera administrativa su exacta observancia”.

Quintana Roo “Artículo 91. Son obligaciones del gobernador… II.
Publicar, cumplir y hacer cumplir las leyes decreta-
das por la Legislatura, proveyendo en la esfera ad-
ministrativa a su exacta observancia”.

Yucatán “Artículo 55. Son facultades y obligaciones del Go-
bernador del Estado... II. promulgar, publicar y eje-
cutar las leyes que expida en Congreso, proveer en
su esfera administrativa, exacta observancia. Publi-
car los bandos y reglamentos que acuerden los ayun-
tamientos, siempre y cuando, éstos cuenten con sus
propios órganos de difusión oficial”.

Segundo modelo

Chihuahua “Artículo 93. Son facultades y obligaciones del go-
bernador... IV. Expedir todos los reglamentos que
estime convenientes y, en general, proveer en la es-
fera administrativa cuando fuere necesario o útil pa-
ra la más exacta observancia de las leyes”.
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Estado de México “Artículo 77. Son facultades y obligaciones del go-
bernador del Estado... IV. Expedir los reglamentos
necesarios para la ejecución y cumplimiento de las
leyes y decretos expedidos por la Legislatura”.

Morelos “Artículo 70. Son facultades del gobernador del
Estado... XVII. Promulgar y hacer cumplir las leyes
o decretos del Congreso del Estado, proveyendo en
la esfera administrativa a su exacta observancia, así
como expedir los reglamentos necesarios para la
buena marcha de los asuntos estatales, para lo que
tendrá a su cargo el Periódico Oficial del Estado,
como órgano de difusión”.

Oaxaca “Artículo 80. Son obligaciones del gobernador... X.
Formar y aplicar los reglamentos que juzgue necesa-
rios para la ejecución y cumplimiento de las leyes y
decretos expedidos por la legislatura, siempre que és-
ta no disponga otra cosa en la misma ley o decreto”.

Puebla “Artículo 79. Son facultades y obligaciones del go-
bernador del Estado… IV. Expedir reglamentos au-
tónomos, decretos, órdenes y circulares de carácter y
aplicación general, en los diversos ramos de admi-
nistración pública”.

San Luis Potosí “Artículo 80. Son atribuciones del gobernador del
estado las siguientes... III. Expedir los reglamentos
necesarios para la ejecución y cumplimiento de las
leyes y decretos del Congreso; así como expedir y
publicar decretos y acuerdos de carácter administra-
tivo”.

Sinaloa “Artículo 65. Son facultades y obligaciones del go-
bernador constitucional del estado, las siguientes…
I. Sancionar, promulgar, reglamentar y ejecutar las
leyes y decretos que expida el Congreso del estado
proveyendo en la esfera administrativa a su exacta
observancia, así como expedir los reglamentos autó-
nomos que la Constitución general de la República y
esta Constitución le autoricen o faculten”.
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Tamaulipas “Artículo 91. Las facultades y obligaciones del go-
bernador son las siguientes... V. Promulgar y man-
dar publicar, cumplir y hacer cumplir la Constitu-
ción del Estado, las leyes y decretos del Congreso y
proveer en la esfera administrativa cuando fuere ne-
cesario a su exacta observancia, expidiendo para el
efecto los reglamentos respectivos”.

Tlaxcala “Artículo 70. Son facultades y obligaciones del go-
bernador... II. Sancionar, promulgar, publicar y eje-
cutar las leyes o decretos que expida el Congreso,
así como reglamentar y proveer en la esfera adminis-
trativa lo necesario a su exacto cumplimiento”.

Tercer modelo

Baja California “Artículo 49. Son facultades y obligaciones del go-
bernador... XVI. Formular y expedir los reglamentos
para el buen despacho de la administración pública”.

Campeche “Artículo 71. Son atribuciones del gobernador... XIX.
Dar órdenes y expedir reglamentos para el mejor
cumplimiento de esta Constitución y de las leyes”.

Coahuila “Artículo 82. Son facultades del gobernador... XVIII.
Expedir los reglamentos que fueren necesarios para
la mejor aplicación y observancia de las leyes, sin
contrariar sus preceptos ni variar el espíritu de éstas;
así como dictar los decretos, acuerdos, circulares,
órdenes y disposiciones necesarios para la buena
marcha de la administración pública estatal”.

Colima “Artículo 58. Son facultades y obligaciones del Ejecu-
tivo... III. Formar los reglamentos y dictar las provi-
dencias que demande la mejor ejecución de las leyes”.

Durango “Artículo 70. Son facultades y obligaciones del go-
bernador... II. Promulgar, publicar y ejecutar las leyes
y decretos que expida el Congreso del Estado, regla-
mentando su observancia en la esfera administrativa”.
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Guanajuato “Artículo 77. Las facultades y obligaciones del go-
bernador del Estado son... III. Proveer en la esfera
administrativa a la exacta observancia de las leyes,
expidiendo los reglamentos conducentes”.

Hidalgo “Artículo 71. Son facultades y obligaciones del go-
bernador... II. Expedir los reglamentos que fueren
necesarios para la mejor ejecución de las leyes”.

Nayarit “Artículo 69. Son facultades y obligaciones del go-
bernador... II. Sancionar, promulgar y ejecutar las
leyes y decretos dados por el Poder Legislativo y
formar en la parte administrativa los reglamentos ne-
cesarios para su más exacta observancia”.

Nuevo León “Artículo 85. Al Ejecutivo corresponde... X. Publi-
car, circular, cumplir y hacer cumplir las leyes y de-
más disposiciones del Congreso del Estado, y orde-
nar y reglamentar en lo administrativo, lo necesario
para su ejecución”.

Jalisco “Artículo 50. Son facultades y obligaciones del go-
bernador del Estado... VIII. Expedir los reglamentos
que resulten necesarios, a fin de proveer en la esfera
administrativa, la exacta observancia de las leyes y
para el buen despacho de la administración pública”.

Sonora “Artículo 79. Son facultades y obligaciones del gober-
nador... I. Promulgar sin demora las leyes y decretos, y
los acuerdos en su caso; ejecutarlos y hacer que se eje-
cuten; y formar en la parte administrativa y de confor-
midad con las disposiciones de la ley, los reglamentos
necesarios para la exacta observancia de los mismos”.

Tabasco “Artículo 51. Son facultades y obligaciones del gober-
nador... I. Promulgar y ejecutar las leyes y decretos da-
dos por el Poder Legislativo del estado y expedir los
reglamentos necesarios para la exacta observancia de
los mismos”.

Veracruz “Artículo 49. Son atribuciones del gobernador del
Estado... III. Expedir los reglamentos necesarios pa-
ra la ejecución y cumplimiento de la leyes y decretos
aprobados por el Congreso”.
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Zacatecas “Artículo 82. Son facultades y obligaciones del go-
bernador del Estado... II. Promulgar, publicar, cum-
plir y hacer cumplir las leyes y demás resoluciones
de la Legislatura, y ordenar y reglamentar en lo ad-
ministrativo lo necesario para su ejecución”.

Cuarto modelo

Guerrero “Artículo 74. Son atribuciones del gobernador del
Estado... IV. Ejercitar la facultad reglamentaria que
le compete, para desarrollar y hacer efectivas las le-
yes que expida el Congreso del estado”.

Como podemos observar, en las Constituciones de los estados se ob-
servan diferencias notables; en algunas, podemos apreciar que se conser-
va la “fórmula deficiente” del artículo 89, fracción I, de la Constitución
federal, “ya sea por cuanto a que se limita la acción a sólo los actos del
Congreso local y en otros en virtud de que no se comprenden los decre-
tos; en otros, como en Sonora, existen soluciones correctas”.25

La similitud entre la redacción de los textos constitucionales estatales
y federal que establecen la facultad reglamentaria no es causal, pues “el
mismo sustento que ha inspirado al régimen constitucional de los gober-
nadores ha sido reflejo de las características y desarrollos propios del
presidencialismo”.26

Las características jurídicas y políticas de los poderes ejecutivos esta-
tales están actualmente delineadas a partir de los mismos principios y
elementos que la Constitución federal establece para el presidente de la
República.

Por último, es importante destacar que con relativa frecuencia el presi-
dente de la República acostumbre expedir, fundándose en la fracción I
del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, circulares, decretos y acuerdos diversos. Cuestión semejante aconte-
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ce con los gobernadores de los distintos estados de la República. Muchas
veces estos actos que son formalmente administrativos entrañan en reali-
dad un contenido materialmente legislativo, y resultan ser reglamentos
heterónomos, independientemente de su denominación.

B. El jefe de gobierno del Distrito Federal

Por mandato expreso de la Constitución federal, el jefe de gobierno
del Distrito Federal tiene como facultad y obligación: promulgar, publi-
car y ejecutar las leyes que expida la Asamblea Legislativa, proveyendo
en la esfera administrativa a su exacta observancia, mediante la expedi-
ción de reglamentos, decretos y acuerdos.

En igual sentido, podemos citar lo dispuesto por el artículo 67, fraccio-
nes II y IV del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, que establecen:

Las facultades y obligaciones del jefe de Gobierno del Distrito Federal
son las siguientes:

II. Promulgar, publicar y ejecutar las leyes y decretos que expida la
Asamblea Legislativa, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta
observancia, mediante la expedición de reglamentos, decretos y acuerdos;

IV. Formular proyectos de reglamentos sobre leyes del Congreso de la
Unión relativas al Distrito Federal y vinculadas con las materias de su com-
petencia, y someterlos a la consideración del presidente de la República.

Por disposición expresa tanto de la Constitución federal como del
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, el jefe de gobierno del Distrito
Federal tiene facultad para expedir reglamentos que desarrollen y com-
plementen las leyes que expida la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral. También tiene la facultad de elaborar los proyectos de reglamentos
que desarrollen y complementen leyes que expida el Congreso de la
Unión en las materias que se refieran al Distrito Federal.

Dichos proyectos tiene que ser presentados al presidente de la Repú-
blica, ya que es facultad de este último, la de “proveer en la esfera admi-
nistrativa a la exacta observancia de las leyes que expida el Congreso de
la Unión respecto del Distrito Federal”, en virtud de que la Constitución
federal obliga al presidente de la República a reglamentar las leyes san-
cionadas por el Poder Legislativo federal relativas al Distrito Federal.
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2. La facultad reglamentaria de los ayuntamientos

El artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece las bases para la organización y administración de los mu-
nicipios, y todas las facultades de que están investidos se encuentran so-
metidas y subordinadas a las leyes federales expedidas por el Congreso de
la Unión, y a las leyes locales emitidas por las legislaturas de sus respecti-
vas entidades federativas, por lo que sus ayuntamientos se encuentran im-
pedidos para expedir reglamentaciones de carácter autónomo. Los bandos,
reglamentos, ordenanzas y demás disposiciones generales que llegaren a
emitir, deberán estar siempre sujetos subordinadamente a las leyes.

En este sentido, el ayuntamiento tiene facultades para expedir normas
de carácter general para regular: su organización interna; las relaciones
que surjan con motivo de la prestación de los servicios públicos de su
competencia; las relaciones entre sus vecinos, las relaciones de sus órga-
nos de gobierno municipal entre ellos mismos; así como la de éstos y sus
vecinos.

Sin embargo, comenta Fernández Ruiz27 que “el texto original del ar-
tículo 115 constitucional no se refirió a la facultad reglamentaria”, por
cuya razón,

fueron las Constituciones estatales las que regularon dicha facultad, pre-
sentándose situaciones muy diversas, pues en unos casos los reglamentos
municipales tenían que ser autorizados por los congresos locales; en otros,
los reglamentos eran aprobados por los mismos ayuntamientos y, en algu-
nos, los reglamentos tenían que ser publicados por los gobernadores y al-
gunos otros estados, los menos, sometían la facultad reglamentaria a que
el Congreso del Estado emitiera las bases para su expedición.

Cabe destacar que en México, desde la época colonial, el órgano gu-
bernativo municipal ha tenido atribuidas facultades materialmente legis-
lativas, debido a que los cabildos de aquella época estaban facultados pa-
ra expedir ordenanzas que regulaban las cuestiones municipales, aun
cuando tales ordenamientos debieran someterse a la autorización de una
autoridad superior.

Sobre el particular, podemos citar el punto octavo del artículo 321 de
la Constitución gaditana de 1812, que disponía “Estará a cargo de los
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Ayuntamientos:... Octavo: formar las ordenanzas municipales del pue-
blo, y presentarlas a las Cortes para su aprobación por medio de la dipu-
tación provincial, que las acompañará con su informe”.

En la actualidad, según lo dispuesto por el artículo 115, fracción II,
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos “Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo
con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas
de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circu-
lares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de
sus respectivas jurisdicciones”.

Puede observarse con toda claridad que dichos bandos de policía y
buen gobierno y los reglamentos, circulares y disposiciones administrati-
vas de observancia general dentro de la circunscripción territorial de ca-
da municipio, forzosamente deberán ser de naturaleza heterónoma puesto
que se expedirán de acuerdo y para explicitar —subordinadamente— a
las bases normativas establecidas con anterioridad por las legislaturas de
los estados respectivos.

La facultad reglamentaria que tienen los ayuntamientos, se hace nece-
saria, toda vez que dentro de ese pequeño núcleo territorial, existe una
serie de aspectos y actividades que requieren ser regulados por normas
generales.

Es cierto que la Constitución federal, las Constituciones de los estados
y las leyes locales, regulan la mayor cantidad de los aspectos sociales,
económicos, políticos, etcétera, que afectan a la población en general,
pero existen otros aspectos, que son de suma importancia para la vida
municipal que requieren sea regulada por los propios ayuntamientos.

Sostiene Fernández Ruiz, refiriéndose al orden jurídico municipal,
que “Sin el orden jurídico, el municipio no podría sobrevivir porque la
población no tendría obligación exigible de contribuir a los gastos muni-
cipales, la autoridad municipal carecería de competencia, o mejor dicho,
no podría erigirse, por lo que el orden público resultaría imposible de es-
tablecerse”.28

Es por ello que los ayuntamientos tienen atribuida la facultad de expe-
dir bandos de policía y buen gobierno, reglamentos y disposiciones ad-
ministrativas de carácter general dentro de sus respectivas jurisdicciones,
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necesarias para el cumplimiento de sus fines, para la organización, pres-
tación de los servicios públicos municipales y para el desarrollo de acti-
vidades de interés público y social.29

3. La facultad reglamentaria del Congreso de la Unión

De las diferentes normas constitucionales que regulan el funcionamiento
del Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial, se desprende que la
facultad reglamentaria no ha sido atribuida en forma exclusiva al presi-
dente de la República. También goza de ella el Congreso de la Unión.

Sólo el Congreso de la Unión es quien puede hacer cumplir su Ley
Orgánica y su Reglamento para el Gobierno Interior. Se trata de dos nor-
mas jurídicas en las cuales el presidente de la República está excluido
para reglamentarlas.

4. La facultad reglamentaria del Poder Judicial de la Federación

El Poder Judicial de la Federación por medio de sus respectivos órga-
nos, es el responsable y el obligado de reglamentar la Ley Orgánica del
Poder Judicial de la Federación, así como las diversas normas que regu-
lan la estructura, funcionamiento y procedimientos del Poder Judicial.

V. NUEVAS FORMAS Y PROCEDIMIENTOS PARA LA EXPEDICIÓN

DE REGLAMENTOS

1. Los nuevos derechos consagrados en los tratados internacionales

sobre derechos humanos y en la Constitución federal vigente

que impactan directamente en la facultad reglamentaria

La participación ciudadana es un derecho fundamental porque está ex-
presamente reconocido en normas de carácter internacional, supranacio-
nal y constitucional.30 Es un derecho reconocido a los ciudadanos para la
toma de decisiones importantes dentro de su país. Además, resulta un
componente indispensable para la exigencia y garantía de otros derechos
fundamentales, y que a su vez está relacionada con otros derechos que
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hacen posible su ejercicio, tales como audiencia, información, expresión,
reunión, asociación, y educación, entre otros.

También, en muchos de los estados de la República, tanto las leyes de
participación ciudadana como las leyes orgánicas municipales contem-
plan la participación de las personas en la toma de decisiones trascenden-
tes por parte de las autoridades. Han sido muy importantes las reformas
que se han hecho a muchas de las leyes de los estados que contemplan
mecanismos de participación ciudadana. También es importante destacar
la publicación de leyes de acceso a la información pública en la mayoría
de los estados de la República.

Debido a la reforma al artículo 115 de la Constitución federal, en di-
ciembre de 1999, es como se incorporó la figura de la participación ciu-
dadana obligatoria en los municipios que conforman cada estado de la
República.

Consideramos que es muy importante, en estos tiempos, el acceso de
la ciudadanía a la información pública, la participación de los adminis-
trados en la elaboración de normas administrativas de carácter general y
en el control de la administración pública.

Pero para que la participación pueda cumplir con ambos objetivos es
necesario que sea efectiva y real con acceso a toda la información y a los
equipos técnicos intervinientes, si no, nos encontraríamos frente a una
meramente aparente que sólo contribuiría a disimular los peores vicios
de la administración.31

2. La participación ciudadana en la elaboración de reglamentos

Si bien el derecho a la participación se encontraba encerrado dentro de
la lista de los derechos y garantías no enumerados, hoy se encuentra ex-
presamente citado en el artículo 21 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, en la que se afirma que “toda persona tiene derecho a
participar en el gobierno de su país directamente o por medio de repre-
sentantes libremente escogidos”.

A su vez, el artículo 23, inciso 1, apartado a, de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, exige que todos los ciudadanos deben
gozar “de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente
o por medio de representantes libremente elegidos”. Similares formula-
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ciones se encuentran en el artículo 25 del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, y en el artículo 20 de la Declaración Americana
de Derechos y Deberes del Hombre.

Al respecto el Comité de Derechos Humanos (ONU) señala que los ciu-
dadanos también participan en la dirección de los asuntos públicos ejer-
ciendo influencia mediante el debate y el diálogo públicos con sus repre-
sentantes y gracias a su capacidad para organizarse. Esta participación se
respalda garantizando la libertad de expresión, reunión y asociación.

Por su parte, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en su artículo 115, fracción II, ordena a los ayuntamientos, “asegu-
rar la participación ciudadana y vecinal”.32

Esta disposición le otorga la facultad a los municipios para expedir re-
glamentos, circulares y disposiciones administrativas y que en la elabo-
ración de este tipo de normas jurídicas, ordena la Constitución, se asegu-
re la participación ciudadana y vecinal.

Por tanto, las respectivas legislaturas estatales tienen el deber de expe-
dir leyes que regulen los procedimientos por los cuales los ayuntamien-
tos van a aprobar su respectiva legislación, en donde se asegure la efecti-
va participación de los administrados.

Cabe destacar que en la mayoría de los estados de la República ya se
han aprobado leyes de participación ciudadana; asimismo, las leyes orgá-
nicas municipales de la mayoría de los estados contienen disposiciones
que aseguran la participación de los ciudadanos en la expedición de nor-
mas administrativas de carácter general.33

Por lo cual, al consagrarse el derecho a la participación en normas de
carácter internacional y constitucional, éste se convierte en un derecho
fundamental, que incluso puede ser reclamado por los medios jurisdic-
cionales correspondientes.

La participación de los administrados en la toma de decisiones impor-
tantes por parte de las autoridades es un derecho fundamental que el
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32 “Los ayuntamientos tendrán facultades para probar, de acuerdo con las leyes de la
materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de po-
licía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observan-
cia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pú-
blica municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de
su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal”.

33 Martí Capitanachi, Luz del Carmen, “La participación ciudadana en el ámbito munici-
pal”, en Valencia Carmona, Salvador (coord.), El municipio en México y en el mundo. Pri-

mer Congreso Internacional de Derecho Municipal, México, UNAM, 2005, pp. 229-235.



Estado debe respetar y garantizar. No sólo reivindica derechos y respon-
sabilidades frente al poder político o al Estado en sus niveles centrales o
descentralizados, sino que el Estado debe velar porque los demás actores
sociales la respeten por igual.

3. El derecho de acceso a la información y la facultad

reglamentaria

Entre aquellos pilares básicos sobre los cuales sólo la participación
puede llegar a ser, se encuentra el derecho al libre acceso a toda la infor-
mación pública.

El derecho de acceso a la información es una “prerrogativa de la per-
sona para acceder a datos, registros y todo tipo de informaciones en po-
der de entidades públicas y empresas privadas que ejercen gasto público
y/o cumplen funciones de autoridad, con las excepciones taxativas que
establece la ley en una sociedad democrática”.34

Por ello, el derecho de acceso a la información pública “no es sólo un
referente para combatir la corrupción, lograr la rendición de cuentas, la
transparencia de los sujetos obligados y reducir los rumores en la prensa,
sino mucho más que eso: una herramienta para mejorar la calidad de vi-
da de las personas”.35

Al derecho de acceso a la información le corresponde un papel esen-
cial como complemento imprescindible del principio de participación,
dado que sin información ningún tipo de participación es posible.

En las democracias occidentales se va abriendo paso la necesidad de
convertir al ciudadano, de colaborador de la administración, en partícipe
de las decisiones administrativas, para despertar su confianza y adhesión
a los distintos programas y opciones.36

4. Control de las normas administrativas de carácter general

El artículo 69-H de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo
establece que todos los actos administrativos de alcance general deberán
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34 Villanueva, Ernesto, Derecho de acceso a la información pública en Latinoaméri-

ca, México, UNAM, 2003, p. XXIV.
35 Ibidem, p. XV.
36 Martínez Bargueño, Manuel, Teoría y práctica de la información administrativa

al ciudadano, Madrid, Instituto Nacional de Administración Pública, 1986, p. 51.



ser sometidos a la Comisión Federal de Mejora Regulatoria cuando éstos
generen costos para los particulares, junto con una manifestación de im-
pacto regulatorio para que ésta emita un dictamen con una valoración so-
bre si se justifican las acciones propuestas en el acto a emitir. Dicho dic-
tamen, establece el artículo 69-J, debe contener “las opiniones que en su
caso reciba la comisión de los sectores interesados”.

La Comisión Federal de Mejora Regulatoria tiene la obligación de re-
visar y dictaminar los anteproyectos de disposiciones jurídicas de carác-
ter general elaborados por la administración pública federal que impli-
quen costos de cumplimiento para los particulares.

De esta forma, los particulares tienen la ventaja de consultar directa-
mente en la página de Internet de la Comisión, los textos de los antepro-
yectos que la propia Comisión revisa y dictamina. Es un buen avance, es
un tramo de la carrera, pero no está concluida. Que el particular pueda
acceder a ese tipo de documentación es un adelanto muy grande; ade-
más, la nueva Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental establece que dicha Ley tiene “como finalidad
proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a la infor-
mación en posesión de los Poderes de la Unión”, incluyendo los proyec-
tos de actos administrativos de alcance general que menciona el artículo
4o. de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Los anteproyectos y las Manifestaciones de Impacto Regulatorio en
revisión por la Comisión Federal de Mejora Regulatoria son documentos
públicos que pueden ser consultados por cualquier persona interesada.

Es un buen avance en materia de control y de participación ciudadana
el que las personas interesadas en opinar sobre algún anteproyecto de
norma jurídica elaborada por el gobierno federal pueda participar en el
proceso de revisión de los anteproyectos de disposiciones regulatorias
con el fin de ayudar a mejorarlas.

Pero consideramos que la forma en la cual la Comisión Federal de
Mejora Regulatoria ha interpretado las normas de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo, sobre la participación de las personas en la
elaboración de los proyectos de regulaciones, es muy restrictiva, pues li-
mita mucho la participación de las personas que puedan estar interesadas
en opinar.

Si bien en la actualidad muchos de los habitantes cuentan con una
computadora y con servicio de Internet, éste no debería de ser el único
medio por el que se den a conocer los proyectos de regulaciones que está
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elaborando el gobierno. Deberían de existir programas que tengan por fi-
nalidad dar publicidad a los proyectos de regulaciones del gobierno.

Se pueden utilizar muchos medios para que la población opine y parti-
cipe directamente en la elaboración de regulaciones. Por ejemplo, se
pueden organizar audiencias públicas con las personas, grupos, depen-
dencias del gobierno, etcétera, a las que pueda afectar una determinada
norma jurídica. Se puede dar difusión a los proyectos de regulaciones
que estén en trámite en la Comisión Federal de Mejora Regulatoria por
medio de la televisión, de la radio o de los medios impresos (revistas es-
pecializadas, diarios, etcétera).

En muchas ocasiones, a pesar de que las normas jurídicas estén mal
confeccionadas por parte de las autoridades encargadas de elaborarlas,
contienen finalidades buenas; pero por falta de apertura o de interpre-
taciones restrictivas y restringidas por parte de las autoridades, se vulne-
ran derechos de la población y se convierten en obstáculos para los ad-
ministrados.

Se debe dar una total apertura a la participación de los administrados
en la opinión de los proyectos de normas jurídicas en manos de la autori-
dad (Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial). Si se incluye
la participación de los grupos y personas interesadas en los proyectos del
gobierno, aumentará el grado de credibilidad de la población en las insti-
tuciones y por lo tanto en sus gobernantes.

VI. PROPUESTAS PARA MEJORAR LA EXPEDICIÓN

DE REGLAMENTOS

1. Procedimiento de creación

En el caso de la Constitución, ella misma regula el procedimiento y
los órganos que intervienen en la reforma, derogación o adición de sus
propias normas. Para la expedición de una ley, el Congreso también tie-
ne que cumplir con ciertas reglas procedimentales para la emisión de ese
tipo de norma jurídica. Así, tanto la Constitución como las leyes expedi-
das por el Congreso de la Unión tienen que cumplir con ciertas formali-
dades previamente establecidas para que sean válidas. Sin embargo, en el
caso de los reglamentos, no existe un procedimiento constitucional o le-
galmente establecido para su emisión, por lo cual consideramos que es
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necesario regular constitucional y legislativamente el procedimiento que
deben seguir tanto el presidente de la República como los diferentes ór-
ganos facultados para expedir reglamentos.

Compartimos la propuesta de Miguel Carbonell,37 en el sentido de que
se requiere que se incluyan en el ordenamiento jurídico mexicano nuevos
procedimientos de creación normativa que faciliten la atención a las ne-
cesidades sociales y, más en general, el desarrollo efectivo de la inter-
vención estatal en la sociedad. Es decir, se podrían incorporar la regula-
ción tanto constitucional como legislativa del procedimiento para la
expedición de reglamentos por parte del presidente, gobernadores de los
estados, ayuntamientos, etcétera.

2. Aplicación de reglas de técnica legislativa

También se podrían incorporar mecanismos para el perfeccionamiento
técnico de los reglamentos, del mejoramiento de la publicidad normativa
en todas sus variantes —como publicidad parlamentaria y como publici-
dad de los textos normativos en sentido estricto—, de la regulación de
distintos tipos de reglamentos que, sin romper la unidad del concepto,
permitan mejorar el desempeño de las personas y órganos encargados de
su elaboración, etcétera.

3. Implantación de la participación ciudadana

Existen legislaciones en materia municipal que aceptan la participa-
ción de la ciudadanía en la elaboración de normas administrativas de ca-
rácter general.38 Creemos que es lo correcto, y que además debería de ser
la tendencia a seguir por los restantes estados de la República.
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37 Carbonell, Miguel, Constitución, reforma constitucional y fuentes del derecho en

México, México, UNAM, 1998, pp. 19-36.
38 Como ejemplos, podemos citar las siguientes leyes: Ley Orgánica de los Munici-

pios del Estado de Campeche, artículo 146; Ley Orgánica Municipal del Estado de Chia-
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nicipal del Estado de Sinaloa, artículo 6o., entre muchas otras. Cabe destacar lo dispues-
to por el artículo 43 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del
Estado de Jalisco, que establece:



Sería muy importante incorporar al resto de las legislaciones estatales,
normas que desarrollen procedimientos de participación ciudadana para
la elaboración de normas administrativas de carácter general.

Es necesario expedir nuevas disposiciones que prevean las modalida-
des de participación tanto de personas particulares como de grupos inte-
resados, teniendo en cuenta los requisitos que deberá cumplir la adminis-
tración pública municipal antes de recibir los comentarios o propuestas,
los plazos para recibir esos planteos o informes, la forma en cómo produ-
cir las pruebas correspondientes, etcétera.

Además, como hemos mencionado, no sólo el Poder Ejecutivo, sino
también otros poderes y órganos expiden normas administrativas de ca-
rácter general, que vulneran, en muchas ocasiones, los derechos de los
administrados.

4. Regulación de los diferentes tipos de normas

Los tipos de normas jurídicas expedidos por esos poderes y órganos
son muy diferentes, de la más variada jerarquía y características: regla-
mentos, decretos, circulares, instrucciones, planes de desarrollo, normas
oficiales, misceláneas fiscales, etcétera.

Esas normas jurídicas han proliferado en la mayoría de los sistemas
jurídicos del mundo, en volumen, en complejidad, en fugacidad, y han
pasado a ser la parte más significativa del ordenamiento jurídico admi-
nistrativo.

Este problema se debe a que ni la Constitución ni las leyes respecti-
vas, ni la propia jurisprudencia han establecido las respectivas definicio-
nes y características de cada tipo de norma jurídica que expiden los órga-
nos del Estado, lo que, pensamos, vendría a aclarar y delimitar la
facultad de dichos órganos, para dictar este tipo de normas.

Todo lo anterior muestra la importancia política, jurídica y social que
para el futuro de México tiene la facultad reglamentaria.
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“Los ordenamientos municipales de carácter general, en los términos de la Constitu-
ción Política del Estado de Jalisco y de la legislación en la materia, pueden ser sometidos a
referéndum derogatorio, total o parcial, siempre y cuando, dentro de los treinta días siguien-
tes a la fecha de su publicación lo solicite ante el Consejo Electoral del Estado, el cinco por
ciento de los ciudadanos inscritos en el Registro Nacional de Ciudadanos en el Municipio de
que se trate, cuyo número de habitantes sea inferior a trescientos mil; en los que excedan
de esa cifra, basta con que lo solicite un tres por ciento de los ciudadanos inscritos”.


